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Partiendo del conocimiento que esta Defensoría tiene de la realidad penitenciaria, dado los años que viene tramitando 
quejas de quienes se encuentran en prisión, al inicio de este último mandato se consideró conveniente abordar un 
diagnóstico sobre algunos de los problemas detectados y las causas que los provocan.

Así, en el contexto de la Estrategia de la Defensoría para los años 2021-2024. se puso el acento en un modelo de gestión 
de las quejas, poniendo a las personas en el centro de atención, especialmente a las más vulnerables para que 
nadie se quede atrás, conociendo con más profundidad a las Administraciones prestadoras de recursos públicos, a las 
Entidades sociales del tercer sector que trabajan con esta realidad y a las familias y entornos cercanos. Una forma de 
trabajar en coordinación con el Defensor del Pueblo de España. 

Especial atención nos merecen los familiares, madres y hermanos/as que sufren por la situación de sus seres queridos, 
sin poder prestarles ayuda directamente, solo confiando en los cuidados que se les dispensen desde la administración 
penitenciaria. Situaciones que son atendidas, solicitando la colaboración de la SGIP con la finalidad de informar direc-
tamente a los interesados/as, ya que somos conscientes de que esta gestión suele tranquilizarles, simplemente con 
sentirse escuchados. Y en caso de detectar que se están vulnerando algunos de los derechos que les asisten, en función 
de si la Administración prestadora es de ámbito estatal o regional, las quejas son remitidas al Defensor estatal para su 
consideración, o se gestionan por esta Defensoría. 

Con el convencimiento de que el análisis de los recursos que prestan las administraciones, bien directamente o bien a 
través del tercer sector, requiere una mirada transversal, desde la Defensoría se ha elaborado una programación que 
prevé la recogida de información a nivel provincial. 

Para ello, nos hemos entrevistado con los equipos directivos y técnicos de los centros penitenciarios y centros de inserción 
social (CIS), con los profesionales del turno de oficio de penitenciaria de los colegios de abogados y con tercer sector que 
desarrolla programas en los establecimientos penitenciarios de cada provincia. 

Unas visitas que se iniciaron a finales de 2022, manteniéndose reuniones en las provincias de Jaén, Huelva, Córdoba, 
Almería, Granada y Sevilla. Estos encuentros con los distintos agentes intervinientes nos han permitido obtener una 
información más completa de cada una de las cuestiones abordadas a la que se ha incorporado la visión de sindicatos 
de funcionarios, y de los Cuerpos y Fuerzas de Seguridad del Estado, que nos han visitado en nuestras dependencias. 

A lo largo de este periodo hemos podido constatar que siendo los problemas de similar naturaleza en unas y otras provin-
cias, difiere el abordaje que se realiza en cada uno de los establecimientos penitenciarios, obedeciendo esta disparidad a 
distintos factores. Una evidencia que, a nuestro parecer, merece un análisis que permita mejoras en la implementación 
de los distintos recursos públicos, que maximice el impacto de los programas  destinados a la reinserción. 

Tras las visitas realizadas en estos dos años, se han priorizado actuaciones de oficio dirigidas a las distintos órganos 
de la Administración andaluza, solicitando también la colaboración de la SGIP en cada una de ellas. 

2.3.2. Justicia, Memoria Democrática y 
Política Interior

2.3.2.1. Justicia

2.3.2.1.1. Introducción

La Justicia, como uno de los tres pilares sobre los que asienta nuestro sistema democrático, viene a ser, sin embargo, uno 
de los aspectos más controvertidos en los que el Defensor del Pueblo Andaluz debe intervenir con carácter recurrente.

A pesar de tener siempre presentes las limitaciones propias de la materia que, como es bien sabido, no está delegada 
a la gestión de las comunidades autónomas, es habitual que nuestros informes anuales recojan multitud de quejas 
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ciudadanas relativas al funcionamiento inadecuado de la Justicia en Andalucía, y en las que hemos podido intervenir 
por tratarse de asuntos referidos a aspectos organizativos y de estructura, principalmente.

Este ejercicio 2024 presenta datos igualmente significativos que nos obligan a repensar un modelo más humano para 
la justicia, que procure, en términos de eficiencia y también de eficacia real, una respuesta judicial en plazos correctos, 
evitando las excesivas dilaciones a las que nos resistimos a observar como algo normal. Asimismo, continúa siendo una 
necesidad la incorporación real de medios extrajudiciales e intrajudiciales, para la resolución de las controversias entre 
la ciudadanía y la Administración Pública, sin merma ni renuncia a derechos, principios y garantías procesales.

También es cierto que en la fase de redacción del presente informe, recibimos con satisfacción la aprobación de la Ley 
Orgánica 1/2025, de 2 de enero, sobre medidas en materia de eficiencia del servicio público de justicia, que afectan al 
orden contencioso-administrativo. Esta norma reforma la estructura orgánica de la Administración de Justicia, en la 
que destaca la creación de Tribunales de Instancia y del Tribunal central de Instancia, que vendrá a dar coherencia a las 
resoluciones judiciales, como se comentará más adelante, así como la creación de la Oficina de Justicia, que sustituirá 
a los juzgados de paz.

No menos importante es la favorable acogida de los mecanismos adecuados para la solución de controversias que se 
desarrollan en el segundo título de la norma antes citada, y que da sentido a la necesidad de impulsar la mediación y 
otras fórmulas adaptativas y flexibles en la solución de conflictos en todos los órdenes jurisdiccionales. La madurez que 
demuestra la norma con este reconocimiento expreso y su puesta en marcha es relevante para esta Institución, que 
estará dispuesta a colaborar en ese cometido, dado que ya se explicita la conveniencia de una ley específica que regule 
la mediación en los conflictos del ámbito contencioso-administrativo. En el siguiente punto de este informe se hará 
mención también a este aspecto.

2.3.2.1.2. Las “razones estructurales” en las dilaciones

Ya hacíamos mención en el pasado informe anual en relación a los objetivos y programas establecidos en la Justicia 
2030, de la publicación del Real Decreto Ley 6/2023, de 19 de diciembre, que contenía medidas para la transformación 
digital y procesal de la Administración de Justicia.

De la misma forma, venimos trasladando en anteriores Informes anuales, que las nuevas unidades judiciales creadas y 
las medidas de apoyo de carácter personal, por su insuficiencia, no vienen dando solución a la alta tasa de ligitiosidad 
existente. Cuestión que la casi totalidad de los informes recibidos al respecto vienen a denominar “razones estructurales”, 
que no es más que una justificación a la situación de colapso que padecen los órganos judiciales y que repercuten 
en la ciudadanía en forma de una vulneración de derecho a la tutela judicial efectiva y a un proceso público sin 
dilaciones indebidas.

Ya se indicaba por el Tribunal Superior de Justicia de Andalucía en la Memoria Anual de 2020, en referencia a las necesi-
dades judiciales que “... seguimos con la habitual dispersión organizativa y territorial, sin ningún cambio organizativo 
ni mecanismo de flexibilidad y mayor especialización…”, y continuaba indicando como necesidades, en relación a los 
medios personales, que “... no puede reducirse sólo al aspecto cuantitativo, no depende en exclusiva del número de 
funcionarios, sino también de una mejor gestión de los medios personales … Necesitamos un nuevo modelo de trabajo 
más flexible y más eficiente, orientado a resultados”.

Escasos han sido los avances a este respecto, al menos en cuanto a la percepción por parte de la ciudadanía de una 
prestación de servicios con eficacia, celeridad y calidad, ya que la tendencia continúa suponiendo un aumento en la 
judicialización de los conflictos, y una sobreutilización de los procesos judiciales, que desembocan en una situación de 
saturación y colapso de los Juzgados y Tribunales.

Con el referido Real Decreto-ley 6/2023 se aprobaron medidas que contenían la Ley de Eficiencia Procesal y la Ley de 
Eficiencia Digital, quedando aún pendientes las medidas que contemplaba la Ley de Eficiencia Organizativa, y que en 
fase de elaboración del presente Informe -ya a comienzo de 2025- ha quedado solventada con la publicación de la Ley 
Orgánica 1/2025, de 2 de enero, de medidas en materia de eficiencia del Servicio Público de Justicia.

La aprobación de dicha norma va a suponer una reordenación de la planta judicial de gran calado y envergadura, con 
la supresión de los juzgados unipersonales sustituidos por los Tribunales de Instancia, la creación de las Oficinas Mu-
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